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                                                                       Concepto 5604

Bogotá, D.C., 15 de julio de 2013
Señores 

MAGISTRADOS DE LA CORTE CONSTITUCIONAL

E. S. D.

REF:
Demanda de inconstitucionalidad contra algunas expresiones del artículo 5° de la Ley 1592 de 2012, “Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 ‘por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de la grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios’ y se dictan otras disposiciones”.


Demandante: ANA PAOLA DIAZGRANADOS IGLESIAS



Magistrado Ponente: JORGE IVÁN PALACIO PALACIO



Expediente D-9689. 



Concepto 5604

Según lo dispuesto en los artículos 242.2 y 278.5 de la Constitución Política, rindo concepto sobre la demanda que, en ejercicio de la acción pública establecida en los artículos 40, numeral 6°, y 242, numeral 1° de la Carta, instauró la ciudadana ANA PAOLA DIAZGRANADOS contra algunas expresiones del artículo 2° de la Ley 1592 de 2012, “por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005, ‘por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios’ y se dictan otras disposiciones”, cuyo texto se transcribe a continuación (subrayando lo  demandado):

“LEY 1592 DE 2012
(diciembre 3)

Diario Oficial No. 48.633 de 3 de diciembre de 2012

CONGRESO DE LA REPÚBLICA

Por medio de la cual se introducen modificaciones a la Ley 975 de 2005 “por la cual se dictan disposiciones para la reincorporación de miembros de grupos armados organizados al margen de la ley, que contribuyan de manera efectiva a la consecución de la paz nacional y se dictan otras disposiciones para acuerdos humanitarios” y se dictan otras disposiciones.
EL CONGRESO DE LA REPÚBLICA DE COLOMBIA,

DECRETA:

ARTÍCULO 2o. Modifíquese el artículo 5o de la Ley 975 de 2005, el cual quedará así: 

Artículo 5o. Definición de víctima. Para los efectos de la presente ley se entiende por víctima la persona que individual o colectivamente haya sufrido daños directos tales como lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual y/o auditiva), sufrimiento emocional, pérdida financiera o menoscabo de sus derechos fundamentales. Los daños deberán ser consecuencia de acciones que hayan transgredido la legislación penal, realizadas por miembros de grupos armados organizados al margen de la ley. 

También se tendrá por víctima al cónyuge, compañero o compañera permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida. 

La condición de víctima se adquiere con independencia de que se identifique, aprehenda, procese o condene al autor de la conducta punible y sin consideración a la relación familiar existente entre el autor y la víctima.

Igualmente, se considerarán como víctimas a los miembros de la Fuerza Pública que hayan sufrido lesiones transitorias o permanentes que ocasionen algún tipo de discapacidad física, psíquica y/o sensorial (visual o auditiva), o menoscabo de sus derechos fundamentales, como consecuencia de las acciones de algún miembro de los grupos armados organizados al margen de la ley. 

Así mismo, se tendrán como víctimas al cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad, de los miembros de la fuerza pública que hayan perdido la vida en desarrollo de actos del servicio, en relación con el mismo, o fuera de él, como consecuencia de los actos ejecutados por algún miembro de los grupos armados organizados al margen de la ley. 

También serán víctimas los demás familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados organizados al margen de la Ley”. 
1. Planteamiento de la demanda

La accionante considera que el aparte demandado del artículo 2° de la Ley 1592 de 2012 vulnera los artículos 5°, 13 y 42 constitucionales, en donde se reconoce la primacía de los derechos inalienables de la persona humana y se establece el amparo de la familia como la institución básica de la sociedad, así como el principio-derecho a la igualdad, el derecho a la familia y los derechos y deberes de sus integrantes. 

Como fundamento de lo anterior, manifiesta, en primer lugar, que la norma demandada omite reconocer como personas que son sujetos de derechos inalienables y, por ende, del derecho a la familia a “los hijos adoptivos y padres adoptantes”, excluyéndolos de la reparación integral allí prevista.

En el mismo sentido, advierte que la norma demandada “excluye a los miembros de la fuerza pública, con parentesco en primer grado civil, desconociendo los derechos que estos tienen [y] transgrediendo la normativa constitucional emanada del artículo 13 que establece la igualdad como un derecho de las personas y un principio para la actividad del estado” (negrillas y subrayas en el texto original), en tanto que la norma demandada, por el contrario, sí ampara a “los familiares de personas distintas a los miembros de la fuerza pública, entiéndase civiles, […] incluidos los familiares en primer grado civil”. 

Así, considera que la norma demandada está “discriminando [a “los familiares con parentesco en primer grado civil de los miembros de la fuerza pública,] por razón [del] parentesco, cuando ella nada tiene que ver con su calidad de víctimas”, y a partir de ello concluye que la misma “trata de manera desigual a las personas que están en la misma situación de vulnerabilidad y hacen parte del mismo núcleo social a[m]parado constitucionalmente[,] como es la familia”. 

Finalmente, con relación al artículo 42 Superior la accionante sostiene que, a partir de la definición del parentesco civil que hace el artículo 50 del Código Civil, así como de lo concluido por la Corte Constitucional en las Sentencias C-271 de 2003 y T-587 de 1998, es posible sostener que el aparte normativo demandado supone “una grave omisión que recae sobre las personas ubicadas en el primer grado de parentesco civil”. 

Para efectos de lo anterior, explica que “[c]uando una disposición legal, como la acusada, debe cobijar en su contenido general y abstracto a determinados sujetos y no lo hace[,] sin justificación constitucional alguna[,] aparece de forma evidente la vulneración al derecho de igualdad por defecto de la norma, es decir, la norma deviene en insuficiente, y esa falencia ocasiona que exista un trato discriminatorio en contra de aquellos que fueron indebidamente excluidos de la disposición legal”. Y de conformidad con esto, concluye que “[si] la Constitución reconoce, la igualdad en la familia constituida por vínculos ‘naturales o jurídicos’ [y] la igualdad de derechos de los hijos legítimos, extramatrimoniales y adoptivos [… también] fue elevada a norma constitucional, no le es permitido al legislador hacer ningún tipo de exclusión de las personas entrelazadas por vínculos de parentesco civil”.   
3. Problema jurídico

A partir de los cargos aquí resumidos, esta Vista Fiscal considera que corresponde a la Corte Constitucional establecer si la definición de víctima que se hace en el quinto (5°) inciso del artículo 2° de la Ley 975 de 2005, por virtud de la modificación introducida por medio del artículo 2° de la Ley 1592 de 2012, vulnera los artículos 5°, 13 y 42 constitucionales, al no mencionar a “los hijos adoptivos y padres adoptantes” y “a los miembros de la fuerza pública, con parentesco en primer grado civil”.  

3. Análisis constitucional

Si bien es cierto que el aparte normativo expresamente demandado efectivamente no menciona a los sujetos que la accionante señala, esta Vista Fiscal considera que en todo caso la demanda no cumple con los requisitos sustanciales mínimos que justifiquen la activación de la jurisdicción constitucional, en tanto que parte de una interpretación parcial de la norma demandada al omitir una mención de su inciso final, en donde expresamente se dispone que “[t]ambién serán víctimas los demás familiares que hubieran sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos al margen de la ley”. Disposición, ésta última, que claramente desvirtúa la discriminación o la omisión legislativa relativa que reprocha la accionante.

En este sentido, tal y como en su momento lo advirtió el entonces Magistrado Sustanciador en el Auto del 11 de junio del año en curso, en donde, luego de escuetamente concluir que la demanda sub examine “cumple con los requisitos mínimos exigidos en el artículo 2° del Decreto 2067 de 1991”, al mismo tiempo sostuvo que la misma debía admitirse “[s]in perjuicio de la decisión que finalmente adopte la Sala Plena de acuerdo con el artículo 6° del precitado decreto”, para esta Jefatura es claro que la Sala Plena de la Corte Constitucional deberá declararse inhibida para pronunciarse sobre la demanda arriba resumida, en tanto que la misma no satisface a cabalidad los requisitos establecidos en el artículo 2° del Decreto citado. 

En efecto, aun cuando el accionante señala cuál es la norma parcialmente demandada, cuáles son las normas constitucionales que considera infringidas y por qué la Corte Constitucional es competente para pronunciarse sobre su demanda, las razones que aduce como fundamento de la misma no son ciertas y suficientes (Cf. Sentencia C-1052 de 2001, M.P. Manuel José Cepeda Espinosa). 

Lo anterior pues, se reitera, aunque visto aisladamente el inciso parcialmente demandado podría estar excluyendo a determinadas personas que, en principio, deberían estar incluidas dentro del respectivo presupuesto normativo y, por tanto, podría estar incurriendo en una discriminatoria omisión, lo cierto es que leído el artículo 2° de la Ley 1592 de 2012 en su conjunto, es fácil concluir que la definición de víctima que allí se hace incluye de manera general tanto “al cónyuge, compañero permanente, y familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa, cuando a esta se le hubiere dado muerte o estuviere desaparecida” (inciso 2°, negrillas y subrayas fuera del texto), como a “los demás familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados organizados al margen de la ley” (inciso 6°). 

Así, esta Vista Fiscal considera que la demanda sub examine parte de una interpretación equivocada del artículo 2° de la Ley 1592 de 2012, en tanto que de los apartes arriba citados no puede sino concluirse que la norma parcialmente demandada: 

(i) No excluye del concepto de víctima a los hijos adoptivos o padres integrantes, y mucho menos les niega el derecho a la reparación integral a la que, como posibles víctimas, éstos podrían reclamar, sino que, por el contrario, incluye en la definición de víctima al “familiar en primer grado […] civil”. Esto, además de que no regula expresamente el tema de la reparación integral (al que en todo caso éste pariente tendría derecho de conformidad con lo dispuesto en el artículo 6° de la misma Ley 1592 de 2012 y en la Ley 1448 de 2011); y 

(ii) Tampoco excluye del concepto de víctima “a los familiares de los miembros de la fuerza pública, con parentesco en primer grado civil”, como entiende la accionante, sino que, por el contrario, expresamente incluye  tanto en su definición general al “familiar en primer grado de consanguinidad, primero civil de la víctima directa”, como a “los demás familiares [(de “los miembros de la fuerza pública”)] que hubieren sufrido un daño como consecuencia directa de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal cometida por miembros de grupos armados organizados al margen de la ley” (entendiéndose que aquí la norma se refiere a conductas distintas del homicidio, que es el tipo penal sobre el que tácitamente trata el inciso anterior cuando habla de “los miembros de la fuerza pública que hayan perdido la vida […] como consecuencia de los actos ejecutados por miembros de los grupos armados al margen de la ley”)].

De esta manera, de una lectura detenida e integral del artículo 2° de la Ley 1592 de 2012, es posible concluir que éste, al mismo tiempo que establece una noción amplia del concepto de víctima que no supone las exclusiones o discriminaciones que reprocha la accionante, establece también definiciones más específicas del mismo concepto en atención a supuestos de hecho distintos, como es que la víctima sea familiar de una persona a la que se le ha causado muerte, que ha sido desaparecida, o la que se le han causado lesiones transitorias o permanentes que generan discapacidad; o atendiendo a la situación particular de los miembros de la fuerza pública y sus actos, y por tanto protegiéndolos a ellos y a sus familiares, entendiendo por ellos tanto al “cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad” del miembro de la fuerza pública que haya perdido la vida, como se señala en el aparte demandado, como a “los demás familiares que hubieren sufrido un daño como consecuencia de cualquier otra conducta violatoria de la ley penal”.

En este sentido, para esta Jefatura la norma parcialmente demandada incluye en el concepto de víctima (i) al cónyuge, compañero o compañera permanente y familiares en primer grado de consanguinidad o primero civil de la víctima directa, sin perjuicio de que ésta última sea civil o militar, como (ii) a todos los familiares de los miembros de la fuerza pública que hayan sufrido un daño (como bien podría ser el daño moral y patrimonial que produce la muerte de ese pariente) como resultado de cualquier conducta típica cometida por miembros de grupos armados al margen de la ley. 

De igual forma, considera que sólo a partir de una interpretación incompleta y, por tanto, equivocada de la norma demandada, podría interpretarse que la misma excluye del concepto de víctima a los parientes en primer grado civil de los miembros de la fuerza pública que hayan perdido la vida como consecuencia de actos ejecutados por miembros de grupos armados al margen de la Ley. 

Sin embargo, en caso de que ésta última sea la interpretación que haga la Sala Plena de la Corte Constitucional de la norma parcialmente demandada, o que la misma considere que sea necesario excluir del ordenamiento esa interpretación, a todas luces inconstitucional, de manera subsidiara solicitará que se profiera una decisión de exequibilidad condicionada.         

4. Conclusión

En razón de lo anterior, el Jefe del Ministerio Público solicita a la Corte Constitucional que se declare INHIBIDA para pronunciarse sobre las expresiones demandadas del artículo 2° de la Ley 1592 de 2012, por los cargos analizados, en razón de la ineptitud sustancial de la demanda. Subsidiariamente, solicita que se declare la EXEQUIBILIDAD CONDICIONADA del aparte demandado, señalando que debe entenderse que el mismo en todo caso no excluye del concepto de víctima a los parientes en primer grado civil del miembro de la fuerza pública que haya perdido la vida, en armonía con lo ya dispuesto en los incisos 2° y 6° del mismo artículo.     

De los Señores Magistrados, 

ALEJANDRO ORDÓÑEZ MALDONADO

Procurador General de la Nación
GMR/ABG
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